Carátula 
(Ingresan a Sala representantes de distintas organizaciones gremiales.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a un conjunto de representantes de organizaciones 
gremiales que ha solicitado audiencia para exponer sobre un anteproyecto de ley de creación de un Fondo de Administración de 
Activos Financieros para administrar fideicomisos financieros. La delegación está integrada por los señores Roberto Uriarte, 
Presidente de la Federación Rural; Fernando López, Presidente de la Comisión Nacional de Fomento Rural; Gustavo Bernini, del 
Consejo Central de AEBU; Hugo Manini Ríos, Presidente de la Sociedad de Cultivadores de Arroz; Juan José Cladera, abogado 
asesor de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay; Andrés De La Iglesia y Bernardo La Vista, de la Federación Rural. 


Hecha la presentación del caso, les cedemos el uso de la palabra. 
SEÑOR LOPEZ.- Como anunció el señor Presidente, soy Presidente de la Comisión Nacional de Fomento Rural. 


Antes que nada quiero agradecer, en nombre de las gremiales, que nos hayan recibido en este ámbito, pues consideramos esta 
instancia como un hecho muy importante. 


El proceso que ha tenido este tema comienza en el 2003, a partir de lo que son las derivaciones de la crisis del sistema financiero 
conocida por todos y frente al primer anuncio de venta de las carteras de los bancos liquidados, así como de las del Banco de la 
República, cuando este conjunto de gremiales empezó a juntarse para ver de qué manera podíamos empezar a hacer propuestas 
que, por un lado, fueran de interés general y, por otro, atendiera la situación crítica de los distintos sectores de la producción 
agropecuaria: de la agropecuaria, del comercio, del consumo, etcétera. 


Es por ese motivo que durante el 2003, sobre todo a fines de ese año, en una actividad que desarrollamos en la Sala 17 del Edificio 
Anexo del Parlamento a la que invitamos a los distintos sectores políticos, hicimos una presentación de nuestra visión sobre el 
tema fideicomiso y planteamos cómo debería ser, desde nuestro punto de vista, el tratamiento del endeudamiento interno de este 
país. Ese mismo día anunciamos que entre todas las gremiales íbamos a elaborar una propuesta de anteproyecto de ley. 


Ustedes se imaginarán el esfuerzo que se requiere para redactar un proyecto entre gremiales tan diversas aunque, obviamente, 
con un espíritu común en el sentido de buscar una salida para todos y, fundamentalmente, para el país. Al respecto, a principios de 
este año, allá por febrero o marzo, dimos la redacción definitiva a la iniciativa. 


Entendemos que esta propuesta alternativa es sustentable desde el punto de vista jurídico y económico. A su vez, por encima de 
todo, respeta el interés general -tema que deseamos reafirmar- ya que viabiliza la situación de los deudores, procura recuperar 
carteras y también clientes, y atiende en forma diferencial, según el tipo de endeudamiento, las distintas situaciones particulares. 
En ese sentido, contempla la situación en que quedaron los ahorristas luego de los sucesos por todos conocidos, en tanto a través 
de este instrumento puede haber una mayor recuperación. Frente a los anuncios de venta de carteras de los bancos liquidados - 
concretamente del Banco de Crédito- que se efectivizaron en 2004, entendemos que este instrumento de fideicomiso -sobre el cual 
nuestros técnicos podrán profundizar más adelante- es una herramienta válida. El endeudamiento que calculamos integraría este 
fideicomiso que asciende a, aproximadamente, U$S 2.200:000.000 en su conjunto. 


También sabemos que este asunto va a impactar en el futuro cercano de la economía del país en la medida en que no se 
solucione. Por lo tanto, nuestra aspiración y la de la gente que está sufriendo este problema es que en esta Legislatura pueda 
aprobarse una solución de este tipo para la sociedad. En tal sentido, consideramos de mucha importancia que ustedes nos hayan 
recibido en el día de hoy. Aclaro que también visitamos la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes. En función de ese 
anhelo es que hemos concurrido representantes de gremiales de tantos sectores. Incluso, en Latinoamérica no hay experiencia en 
cuanto a la elaboración de un proyecto de salida a una crisis redactado por distintos sectores de la sociedad con un consenso tan 
importante. Asimismo, pensamos que ese hecho puede constituir un insumo considerable para que los señores Legisladores lleven 
adelante medidas que busquen colaborar y encontrar una salida definitiva a la crisis financiera que vive el país. 


Es cuanto quería manifestar a modo de introducción al tema. Si el señor Presidente lo permite, cedo el uso de la palabra a otro 
compañero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo aclarar que se está repartiendo el anteproyecto de ley de creación del Fondo que fuera presentado 
en la Cámara de Representantes. De todos modos, advierto que ya tiene estado parlamentario en el Senado y está en poder de los 
señores Senadores, dado que fue presentado por los representantes del Encuentro Progresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, 
incluido el señor Senador Carvalho. 


Ha sido repartido entre los señores Senadores como proyecto de ley definitivo. Aclaro que ambos repartidos son exactamente 
iguales, porque se trata del mismo proyecto de ley presentado en la Cámara de Representantes, al que el Senado otorgó estado 
parlamentario a través de la bancada de la Nueva Mayoría. 


SEÑOR BERNINI.- Lo que abunda no daña; por eso, de todas maneras, hemos traído material que dejaremos a disposición de los 
señores Senadores. 


La introducción que realizó el señor López ha ubicado adecuadamente el tema. En todo caso, quisiera ampliar algo más sobre lo 
que estamos hablando y a propósito del momento que vivimos. 


Si hay algo que está claro es que el efecto mayor de la crisis que vivió el país en el año 2002 fue el financiero, que provocó duras 
consecuencias a los pasivos bancarios. Hubo pérdida de confianza y retiros masivos de depósitos que condujeron a la situación 
que eclosionó con el feriado bancario y motivó las salidas posteriores. De hecho, estamos persuadidos de que la crisis financiera es 
mucho más estructural de lo que podría haber sido la pérdida de confianza a partir del problema del depositante. El problema 


estructural está dado por la moneda en la que se contrajo la inmensa mayoría de las deudas de todos los sectores económicos del 
país, lo cual, a partir de la modificación de la política cambiaria, trajo como consecuencia general la inviabilidad de cumplir con esos 
compromisos, sobre todo para los sectores cuyos ingresos son en pesos. En consecuencia, estamos convencidos de que el 
problema estructural sigue estando presente y, si no se resuelve, será objetivamente difícil que el Uruguay pueda lograr la 
reactivación económica, emprendimientos productivos o cualquier política que se desee llevar adelante, sin opinar al respecto. 
Claramente, es difícil que se pueda llegar a evolucionar sanamente en el interior de los distintos sectores de la economía y de las 
familias, si no se contempla una realidad que rompe los ojos: el grave problema del endeudamiento interno y sus posibles 
soluciones. 


En nuestra opinión, el problema del endeudamiento interno va mucho más allá de la situación de los deudores en los cuatro fondos 
de recuperación del patrimonio o la de los deudores del Banco de la República. Pero también es cierto que, sin lugar a dudas, entre 
estas empresas financieras es donde se sintetiza el 90% del sector productivo del país. Todos sabemos que el resto del sistema 
bancario -salvo el sector cooperativo, en todo caso, que atiende a clientes de un determinado perfil- nunca ha tenido un 
compromiso con la producción, al extremo de generar líneas de crédito jugadas al productor nacional. 


Por lo tanto, creemos que estos 2.200 millones, cuyo valor facial está siendo hoy administrado por el Banco de la República -ahora, 
parte en el fideicomiso de esa Institución y de los cuatro fondos de recuperación del patrimonio- encierran en sí mismos gran parte 
del problema del endeudamiento interno del país. Debo agregar que en los tres fondos de recuperación de patrimonio de los 
Bancos La Caja Obrera, de Montevideo y Comercial, sobre un total de 61.000 deudores, 41.000 son familias, lo que refleja bien el 
extremo de lo que estamos hablando. Cuando mencionamos a los deudores, hay que recordar que gran parte de ellos tiene sus 
viviendas, sus campos, sus máquinas, es decir, su vida como respaldo de esos créditos. En función de ello, entendemos que este 
problema no debe ser analizado desde un punto de vista administrativo o pensando que no puedan existir equilibrios entre la 
premisa básica de que hay que pagar lo que se debe -esto fue lo primero que acordamos y es a partir de ello que comenzamos a 
hablar- y el hecho de que tienen que seguir abiertas las unidades productivas y que a la gente no se le puede sacar la casa. Por 
estos motivos, pensamos que no se trata de un negocio, sino de un problema social de fondo. 


Si lo comparamos con otros procesos de crisis similares en el resto del mundo y en la región, el Uruguay ha contado con un 
privilegio que es la madurez y la racionalidad que los sectores damnificados han mostrado frente a la situación. 


El valor agregado que tiene nuestro país es que existen organizaciones sociales sumamente representativas con una gran 
capacidad, a pesar de que muchas veces se ha puesto en duda qué tiene que ver un sindicato como el PIT-CNT con, por ejemplo, 
la Federación Rural del Uruguay. Ese es, precisamente, el valor agregado que tiene nuestro país. Me refiero a la capacidad de 
dejar de lado, aunque sea por un instante, los intereses corporativos legítimos. Naturalmente que los bancarios queremos 
recuperar los más de mil puestos de trabajo que perdimos y que hoy están en el seguro de paro, y seguramente la Federación 
Rural del Uruguay o todo el sector agropecuario lo que querrá será que por las deudas que se contrajeron, se pierda la menor 
cantidad de propiedades posible. 


De todos modos, lo primero que pensamos es que este proyecto de ley no podrá lograr que a un productor agropecuario no le 
rematen su campo la semana que viene, ni que los bancarios tengamos 500 puestos de trabajo mañana. O sea que lo que 
prevaleció fue el interés general, encontrar reglas de juego y caminos de consenso que facilitaran al sistema político legislar al 
respecto. ¿Por qué legislar? Porque partimos de la base de que no es aconsejable que un grave problema, como el que está 
instalado para la economía del país y, fundamentalmente, para su vida social, se resuelva por la vía administrativa. Desde el punto 
de vista legal, ello es posible pero, en cuanto a lo que significa lo que son los intereses en juego, lo que corresponde es que el 
Parlamento nacional legisle en la materia. Hasta ahora no hemos encontrado -y digo que no hemos encontrado porque me 
involucro con mis representantes en el Parlamento- una solución o un camino que nos lleve a ella. En los últimos tiempos se han 
planteado leyes de refinanciación que, a nuestro juicio, no son otra cosa que tirar la pelota para adelante. Creo que tenemos la 
ventaja de que trece organizaciones, sumamente representativas, estamos aportando una visión y un proyecto articulado que, 
obviamente, está abierto a todas las consideraciones, aditivos, agregados o propuestas alternativas que puedan surgir. Ahora sí, en 
lo que no estamos de acuerdo es en que esto se resuelva a partir de una decisión del Directorio del Banco Central del Uruguay y, 
mucho menos, que estos activos, que son parte del patrimonio nacional -y que insistimos, no sólo se trata de números, sino que 
hay gente detrás, propiedades y también vidas de uruguayos en juego- pasen a ser gestionados o propiedad de actores privados, 
todos ellos extranjeros, a quienes -en forma lícita- lo que más les va a importar es rentar lo más rápido posible, puesto que para 
eso están y poco estará en su ánimo valorar qué propiedades hay, qué producción, cuántas fuentes de trabajo y familias hay atrás. 


Entonces, nuestro aporte pasa por crear un instituto que administre todos estos activos a través de varios fideicomisos, que es una 
herramienta financiera recientemente aprobada, de la que se tiene experiencia a nivel internacional y que, entendemos, no es ni 
buena ni mala. Como herramienta que es, todo depende de la manera en que se utilice; por ello, puede resultar de muy buena 
utilidad para, precisamente, atender situaciones críticas como la que tenemos. En todas partes del mundo han existido crisis 
financieras y en la inmensa mayoría de los países se ha recurrido a este tipo de instrumento para poder sanear, de alguna manera, 
el sistema financiero a los efectos de que pueda continuar funcionando y se especialice en la tarea de analizar la situación de los 
deudores, dar viabilidad a las empresas y atender el recupero partiendo de la base de no generar mayor desocupación y mayor 
drama social, así como vincularlo a los principales acreedores, que tienen derecho a cobrar. Estoy hablando del Estado del cual 
todos formamos parte, que se ha endeudado para contemplar la situación de los ahorristas que, como damnificados que fueron, 
tienen todo el derecho del mundo a hacerse de sus depósitos. Creemos que esta alternativa es absolutamente conciliable con la 
salida madura que el país se dio en diciembre de 2002, cuando se logró un consenso histórico a nivel social y político. 


Nos parece que no podemos desandar eso que se logró y, también, que debería ser contemplado el -digamos- privilegio que 
tenemos de que todas estas organizaciones sociales nos hayamos puesto de acuerdo en las reglas de juego como para resolver 
este tema, lo cual es imprescindible para cualquier proyecto de país que se pueda encarar hacia delante. No existe posibilidad de 
hablar de país productivo o de reactivación económica -que, en definitiva, son los planteos que todos los candidatos a la 
Presidencia están haciendo- si no se entiende que lo primero a hacer es vincular todo ello a la realidad de las unidades productivas 
del Uruguay de hoy, que tienen un ancla en el cuello que es el endeudamiento interno. 


Este es, pues, el concepto básico, fundamental, y las valoraciones políticas que nos han animado como para hacer este esfuerzo, 
trabajar en conjunto y, también, solicitar al Parlamento nacional que atienda rápidamente este tema, porque no hay tiempo para 
esperar. 


Entre otras cosas, en la tarde de hoy el Banco Central y el Ministerio de Economía y Finanzas continuarán con el proceso de 
licitación para entregar la gestión del Fondo de Liquidación de los Bancos Comercial, La Caja Obrera y Montevideo a actores 
privados extranjeros, situación de la que estamos absolutamente en contra. 


Creemos que esta es la propuesta alternativa que el país merece. No alcanza sólo con decir que no estamos de acuerdo con algo, 
sino que debemos presentar una propuesta alternativa. Hasta ahora técnicamente nunca fue objetada, es absolutamente 
sustentable en ese sentido, y también lo es desde el punto de vista político y social. 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Quiero expresar mi agradecimiento a los señores Senadores por permitirnos expresar nuestra opinión. 
Aclaro que represento a un sector que, a través de un arduo trabajo y de la comprensión por parte del Parlamento y de algunos 
representantes del Poder Ejecutivo, como el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, ha logrado algunos paliativos al 
drama que se vivió en nuestro país a partir del año 1999, cuando se derrumbó determinado modelo económico. Conjuntamente con 
el Fondo de Recuperación de la Actividad Arrocera que logramos implementar con gran trabajo e imaginación, conseguimos abatir 
el sobreendeudamiento generado durante estos cuatro años aciagos que vivió nuestro sector. Asimismo, logramos un muy buen 
entendimiento y una negociación con el Banco de la República Oriental del Uruguay, tanto con el Directorio, como con sus 
servicios, la Gerencia General y los empleados. 


Nosotros queremos que quede claro que para invalidar y desacreditar este proyecto -suscribo literalmente todo lo que acaba de 
manifestar Gustavo Bernini- se están usando términos soeces y ofensivos hacia nosotros -que el señor Ministro de Economía y 
Finanzas todavía no se ha dignado aclarar- por ejemplo, cuando se dice que acá se está defendiendo a endeudados que hace 
veinte años que no pagan. En el seno de esta Comisión quisiera aclarar que no estamos defendiendo nada que sea indefendible 
porque, justamente, este proyecto no es el del "perdona tutti", sino que es una actitud reflexiva de las gremiales agropecuarias. 
Nosotros representamos al espectro agropecuario del país. Si tenemos mayor o menor representatividad, es un tema que no 
vamos a analizar ahora, pero representamos a la totalidad de los actores agropecuarios del país. 


Cuando el señor Ministro dice que hay deudores que hace veinte años que no pagan, le pedimos por nota escrita que nos aclare, 
por un lado, por qué no se defendieron los intereses de los bancos afectados por estos deudores morosos y, por otro, a qué tipo de 
créditos se refiere, es decir, si fueron acordados por favores políticos, etcétera. 


Nosotros entendemos -repito que hablo en nombre de un sector que está trabajando activamente en este momento y que, 
prácticamente, está reactivado en líneas generales- que en todo esto hay una idea noble, que es lo que tenemos que reivindicar. 
Se debe componer mirando al futuro, pensando hacia adelante, con la visión de un país moderno y no del pasado. La actividad del 
país tiene que desarrollarse en una composición entre sectores que, aparentemente, tienen intereses contrapuestos, y este 
proyecto justamente contempla, por un lado, el interés de los ahorristas en la medida en que uno de los Directores que proponemos 
sale del seno de éstos y, por otro -por qué no decirlo- el tema de los endeudados que todavía no han podido resolver su problema 
en el sector agropecuario, que es el más endeudado y, evidentemente, el más codiciado por los cuatro o cinco bufetes que están 
deseosos por captar estas carteras, ya que muchas veces tienen garantías reales, porque tienen hipotecas, prendas e inmuebles 
afectados. 


Pensamos en nuestros vecinos del MERCOSUR. En su momento, Brasil hizo lo que debía el 13 de enero de 1999, cuando modificó 
el anclaje bancario y bajó a la realidad. Posteriormente, a fines del 2001 Argentina también hizo lo que debía: dejó de lado la utopía 
de la convertibilidad y resolvió el problema de los damnificados con un proyecto nefasto y monetarista que sólo servía para la 
especulación, la importación y la sustitución del trabajo de los nacionales por importaciones. 


Nuestro país, en líneas generales, tiene esa asignatura pendiente -y hago la excepción de mi sector y algún otro, como el lechero, 
que hoy no está presente, aunque la mayoría está de acuerdo con nuestro proyecto- porque el problema todavía no se resolvió. 
Brasil, en los años 1999 y 2000, por la vía parlamentaria, sancionó una ley de securitización para los endeudados agropecuarios a 
los que les dio de 20 a 25 años para pagar sus deudas, con un interés real del 3% en moneda brasileña. A su vez, en Argentina, en 
un acuerdo realizado por Eduardo Duhalde con las entidades empresariales de ese país -no fue hecho entre cuatro paredes, como 
se pretende gobernar nuestro país desde el Ministerio de Economía y Finanzas y el Banco Central, sino en una concertación con 
los empresarios- se pesificaron las deudas y se estableció una reprogramación de 12 a 15 años para los saldos en pesos 
argentinos. En cambio, aquí se han adoptado medidas parciales, como es el caso del Fondo Lechero o del Arrocero que, en 
definitiva, son paliativos a medias. 


Creo, entonces, que llegó la hora de hablar claro y de decir que tenemos, más que nunca, la convicción de que todos los 
involucrados queremos salir adelante, motivo por el cual siempre hemos recurrido a los sectores parlamentarios y a los propios 
sectores políticos con representación en el Parlamento. Desde que fundamos la Concertación, en el 2001, hasta el momento, 
hemos pensado que tenemos que mirar adelante y realizar una gran recomposición de los sectores aparentemente contrapuestos, 
porque en realidad todos tienen como un único objetivo la recuperación y reactivación del país, así como la reconciliación entre 
todos los uruguayos. 


SEÑOR DE LA IGLESIA.- Antes de comenzar quiero pedir disculpas por haber llegado tarde. Voy a hacer referencia a cuatro o 
cinco virtudes de este texto -naturalmente, los señores Senadores van a leer el proyecto de ley- que creo son fundamentales 
porque garantizan los intereses de prácticamente todos los que están involucrados en el tema del endeudamiento. 


El proyecto de ley establece la formación de un Directorio. ¿Quiénes lo integran? Aquellos que directamente necesitan recuperar el 
dinero de todas estas carteras: el Banco Central, por el lado de los fondos de recuperación; los propios ahorristas, y el Banco 
República, en la medida en que esté involucrado su propio fideicomiso. Ellos integran ese Directorio pues, en definitiva, son los 
principales preocupados en esa recuperación. Como contrapartida en cuanto a sus intereses, como elemento de control se 
establece un comité de sindicatura. ¿Quiénes estarían allí? Aquellos que adeudan a aquellos fondos o al Banco República, pero 
básicamente representados por las gremiales de todos los sectores, es decir, el industrial, el comercial, el agropecuario y las 
pequeñas empresas. En definitiva, estos actuarían como contrapeso en la medida en que ninguno se exceda -ni el Directorio ni el 
comité de sindicatura- a la hora de obtener mejores logros para sí, por lo que equilibra y contempla ambas visiones. 


El otro elemento a destacar es que por cada uno de los fondos podría crearse un fideicomiso específico; allí se crearía un comité 
de auditoría que, por su integración -a través de la Auditoría Interna de la Nación- actuaría controlando que se cumplan los destinos 


para los cuales fue establecido ese contrato de fideicomiso. Los tenedores de los bonos de este fideicomiso y los propios deudores 
establecerían como forma del cumplimiento la obligación para el cual fue creado. Además, se indica que el fideicomiso 
posteriormente creado va a establecer su manual de recuperación, que es lo fundamental, es decir, el corazón de este mecanismo. 
En este caso, la ley no puede establecer cuál ha de ser la forma de recuperar esos fondos, sino que esto debe ser producto de esa 
negociación entre todos los interesados y los que tienen necesidad de opinar. De todas maneras, hay algunos elementos que se 
establecen porque son necesarios para el normal funcionamiento del fideicomiso como, por ejemplo, indicar una tasa de interés, 
aunque no será la del mercado; en realidad, proponemos que sea la menor de las tasas que estaban previstas hasta el día 20 de 
junio de 2002. 


También se establece la posibilidad de determinar quitas y esperas, como habitualmente se dice en la jerga bancaria, porque hay 
situaciones que uno deberá contemplar desde el punto de vista social, o bien, desde el punto de vista del interés que pueda tener 
para el país una cierta unidad productiva. En algunos casos habrá que tener consideraciones especiales y en otros ninguna, 
ejecutando a como dé lugar. 


Hay otros dos elementos que creo son importantes. Uno de ellos es el tratamiento unitario de las deudas. Muchos de nosotros 
contrajimos una deuda con el Banco de la República y otra, por ejemplo, con el Banco La Caja Obrera. Ese tratamiento debe 
hacerse en forma unitaria; no es posible que se liquide una sola o que uno pague las deudas del otro. Si se liquidan las del Banco 
La Caja Obrera, el Banco de la República se va a quedar sin garantías para recuperar. Por este motivo, reitero, el tratamiento de 
las deudas debe realizarse en forma unitaria. El otro elemento que mencionaba es un argumento que yo manejo con mucha 
intensidad. Normalmente se dice -y tal vez sea cierto, aunque tengo poca experiencia en esto- que cada vez que se crea un fondo 
del Estado para esta clase de liquidaciones, termina comiéndose el patrimonio que intenta recuperar. Aquí se establece, 
especificamente por ley, que sólo podrá utilizar el 10% de lo recuperado para sus gastos de funcionamiento, entendiéndose por 
esto que desde la compra de una lapicera BIC hasta los locales, solamente podrá gastar un 10%. Pero para mí es al revés; el 90% 
de lo que se pueda recuperar por esta gestión debe destinarse al objeto para el cual fue creado. Y esto está determinado por ley, 
por lo cual, no debería ocurrir. 


Por último, quisiera hacer una reflexión. Las gremiales por un lado y, sin duda, también ustedes por otro, estamos haciendo un gran 
esfuerzo, pero si hoy se abren los sobres y se otorgan estos fondos de recuperación en concesión, en subasta o en préstamo -no 
sé en qué calidad- a alguno de los postulantes, sinceramente creo -y perdónenme la expresión- que estamos reunidos al santo 
botón. Para mí, el señor Ministro debería estar enterado de que este tema afecta al conjunto de la sociedad, porque es un asunto 
del Estado. Hace dos años, todos los sectores del país, con discrepancias o no, estuvimos de acuerdo en que había que salvar y 
fortalecer el sistema financiero. Creo que ahora faltaría resolver el tema de las deudas para una mejor recuperación. Considero que 
se puede lograr una gran recuperación a corto plazo, pero si actuamos sin vehemencia, con serenidad y aunando los intereses de 
todos. Me parece que esto es fundamental. No estoy diciendo qué es lo que hay que hacer, pero estimo que sería conveniente dar 
una señal al señor Ministro para que comprenda que esta solución es posible y que el diálogo está abierto. Para nosotros, la ley no 
está cerrada y en absoluto pensamos que se aprueba así o no se aprueba. Es un camino que hay que recorrer, unos lo harán en 
zigzag y otros en forma recta; lo podemos recorrer como sea, pero este es el único camino, a nuestro juicio, que debemos transitar. 


SEÑOR URIARTE.- Simplemente quería hacer algunos agregados. 


Hace mucho tiempo que andamos detrás de este tema, y uno a veces piensa si el entorno personal lo estará llevando a apreciar la 
situación en forma incorrecta. Sin embargo, luego de hablar con todos los protagonistas -tuvimos entrevistas con Legisladores, con 
el Ministerio y con el Banco de la República- llegamos a la conclusión de que a veces es la otra parte la que no hace una 
apreciación debida de la situación. 


A nuestro juicio, la no resolución de este problema durante tanto tiempo nos ha perjudicado, no sólo a los productores, sino a todos 
en general. Indudablemente, en la agropecuaria hay una reactivación, que se nota más que nada por las causas externas, por la 
suba de los precios de las carnes y de los granos a nivel internacional. Pero si hubiésemos tenido otra situación interna, esta 
reactivación se habría aprovechado mucho mejor, y no solamente me refiero al sector, sino a todo el país. Si consideramos las 
cifras del endeudamiento agropecuario y el tiempo que se ha perdido, sobre todo en tener la maquinaria trabajando a un nivel 
mayor, seguramente estos números serían enormemente menores frente a la producción y esos dineros se habrían destinado al 
resto de la sociedad y al país, pero no con este mecanismo de cobro. 


En realidad, nosotros decíamos ayer ante el Directorio del Banco de la República que tienen un concepto, no digo equivocado, pero 
sí una apreciación ansiosa de la situación en cuanto al cobro, porque pierden de vista todo el otro entorno de la parte bancaria, que 
se está dejando de lado por no haber tenido este problema resuelto con anticipación. 


No vamos a agregar más de lo que ya se ha expresado, pero un ex Ministro hace pocos días nos dijo, manifestándonos su opinión 
acerca de cuál era nuestra situación -esto lo tengo que decir- que en el caso nuestro, de la Federación Rural, existía una alianza 
con deudores que hacía veinte años -como decía Manzini- no pagaban, como si fuese una ganancia espuria. Quiero aclarar -y 
planteamos decírselo a él aunque todavía no hemos tenido la oportunidad de hacerlo- que en la Federación Rural, al igual que en 
todas nuestras instituciones, no pasan esas cosas. Nosotros a veces trabajamos junto con compañeros cuya situación no 
conocemos y no tenemos idea de si deben más o menos, porque no es ese el motivo que nos mueve. 


Entonces, queremos dejar en claro que dentro de nuestro ánimo solamente está el tratar de encontrar una solución para un 
problema que no tiene norma y hoy esto lo reconocen los propios actores, tanto del Banco de la República como de los Ministerios. 
Esa norma no existe y nosotros tenemos que debatir el encuadre de la misma y cómo se va a resolver este tema, para no 
enfrascarnos en una discusión masiva -por medios que no son los más idóneos- de las situaciones caso por caso. 


En definitiva, este es nuestro contexto y tratamos de colaborar porque se trata de un esfuerzo para la resolución de un problema 
que conocemos y que sabemos que es complicado. Contamos con este plazo que tenemos, hasta el 15 de setiembre, para 
encontrar una norma, un marco jurídico, porque si nos vamos y lo perdemos, este problema no se va a resolver y va a seguir 
deslizándose hacia abajo. Después vamos a entrar en un nuevo gobierno y este -sea cual fuere- va a tener que otorgar otro plazo 
más, y así se va a deteriorar la situación social del país y las instituciones van a perder credibilidad. Este es un tema que 
tendríamos que dejarlo, si no resuelto, por lo menos encaminado. 


Eso era cuanto quería decir al respecto. 


SEÑOR LÓPEZ.- Agradecemos que nos hayan recibido porque sabemos el conjunto de temas que ustedes tienen que abordar en 
el corto tiempo que falta, muchos de los cuales tienen prioridad, al igual que el nuestro. También sabemos que muchas veces se 
han buscado acuerdos políticos en temas importantes y nosotros aspiramos a que con respecto a este también se llegue a eso. 
Sólo quería dejar un dato que reafirma una vez más que esto es importante. Hoy en día está funcionando el fideicomiso del Banco 
de la República, y el mensaje fue que van a pasar los U$S 100.000 por arriba. Hoy tenemos información concreta -y lo hemos 
planteado- de que hay productores de U$S 2.000 o U$S 3.000 que no están atrasados, que cuentan con convenios vigentes y a los 
cuales están llamando estudios particulares para preguntarles cómo les van a pagar. Recalco que se trata de estudios particulares 
y que los casos son muchos. Esto es gravísimo y lo hemos hablado con jerarquías del Banco. Estamos refiriéndonos al acuerdo 
Agro 2003 del cuales algunos señores Senadores que están aquí -entre ellos el ex Ministro de Economía y Finanzas- fueron los 
propulsores. Es decir que gente que tiene ese acuerdo vigente está siendo pasada al fideicomiso, siendo que el Banco de la 
República -no digo que nos haya mentido, pero no nos dijo toda la verdad- nos había manifestado que sólo podría suceder esto con 
deudas de U$S 100.000. 


Hoy en día tenemos documentación concreta de pequeñísimos productores que tienen un tractorcito a nafta a quienes los llama un 
señor particular para saber cómo lo va a pagar. Esto sucede a pesar de que existe un convenio vigente y de que se cumplen diez 
días del vencimiento de su cuota. Cuando fuimos al Banco nos dijeron que esto no podía estar pasando. Entonces, si este es el 
mecanismo de fideicomiso que va a tratar el movimiento agropecuario, reafirmo una vez más el hecho de que debe haber una 
norma marco que supervise y regule este instrumento. 


Finalmente quiero decir a los señores Senadores que les podemos aportar toda aquella documentación que entiendan necesaria, a 
los efectos de encontrar -cuando el instrumento se comience a aplicar- la mejor solución a la preocupación que nosotros tenemos. 
Es por lo expuesto que reafirmamos la importancia de hallar una buena solución a este tema. 


SEÑOR CLADERA.- Voy a hablar desde el punto de vista técnico. 


Este proyecto de ley apunta a crear una nueva institucionalidad que estaba contemplada, en cierta forma, en la ley de 2002 que 
crea el seguro de depósito. Sin embargo, a ese taburete le falta una pata, porque tenemos una Superintendencia del Seguro de 
Depósito y lo que necesitamos es una entidad que se dedique a liquidar activos "embromados" de bancos, a raíz de una crisis. 


Esta institución que nosotros estamos planteando no es un órgano burocrático más que va a quedar para siempre, sino que va a 
funcionar ocasionalmente en esas situaciones. Es por ello que su integración está dada por delegados de organizaciones 
involucradas, como ser el Banco de la República Oriental del Uruguay, el Banco Central del Uruguay, los deudores y los ahorristas. 


En momentos en que se discutió la ley y que se hicieron propuestas -y el señor Senador Atchugarry lo debe recordar- se dijo que 
no se quería continuar burocratizando y creando nuevas entidades del Estado. Acá simplemente estamos tratando de buscar un 
mecanismo que sea transparente porque, lamentablemente -como se acaba de señalar recientemente- en el Banco de la República 
Oriental del Uruguay ocurre que el fideicomiso -hecho que acompañamos y aplaudimos desde AEBU- no se ha llevado a cabo de 
acuerdo con los mecanismos más puros o más idóneos, porque hoy estamos a siete meses de su instrumentación y, sin embargo, 
no conocemos el reglamento de recupero. Creo que recién en el día de la fecha inauguran la sede, que estará ubicada en la Torre 
de los Profesionales. Con respecto a esto, quiero decir que alquilaron un piso en ese lugar, teniendo decenas de locales bancarios 
cerrados desde el año 1997 y que son propiedad del Estado. 


Entonces, cuando vemos lo que está sucediendo, la voluntad de todos es que se alcance una solución definitiva con la 
participación de todo el mundo. 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Quiero señalar un detalle que me parece importante. 
Queda en manos de los señores Senadores introducir las modificaciones que crean pertinentes al proyecto de ley que elaboramos 
junto a los representantes de AEBU, con tanto empeño y tanta dedicación desde el mes de octubre. Si se entiende que el 10% es 


un porcentaje elevado, y se quiere establecer el 8%, está bien, al igual que si se decide estipular un plazo. 


Consideramos que es imprescindible -como decía el señor Uriarte- que por vía legislativa se dé solución a este tema antes del 15 
de setiembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece vuestra presencia. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 39 minutos.) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


